
CONVOCATORIA TÉCNICO DE ADMINISTRACIÓN GENERAL
PRIMERA PRUEBA

1. El principio de irretroactividad garantizado en el artículo 9 de la Constitución Española de 1978 abarca:
 
a)    A todas las disposiciones legales de cualquier orden.
b)    A las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales. 
c)     A todas las normas de carácter penal.
d)    A las disposiciones sancionadoras, más aquellas que impongan penas privativas de libertad no superior
a los dos años, o de multa cuya cuantía fuese superior a 600 euros.
 
2.  El  artículo 73 de la Constitución Española  señala  que las Cámaras se reunirán anualmente en dos
períodos ordinarios de sesiones: 
 
a)    el primero, de septiembre  a noviembre, y el segundo, de febrero a mayo.
b)    el primero, de septiembre a diciembre, y el segundo, de enero a junio.
c)     el primero, de septiembre a diciembre, y el segundo, de febrero a junio.
d)    el primero, de septiembre a diciembre, y el segundo, de febrero a mayo.
 
3.  El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo
presidirá, y por:
 
a)    quince miembros nombrados por el Rey por un período de cuatros años.
b)    veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cuatro años.
c)     quince miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años.
d)    veinte miembros nombrados por el Rey por un período de cinco años.
 
4. Las Comunidades Autónomas no podrán asumir competencias en las siguientes materias:
 
a)    Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.
b)    Los montes y aprovechamientos forestales.
c)     Legislación sobre propiedad intelectual e industrial.
d)    Sanidad e higiene.
 
5.  Aprobada  la  reforma  constitucional  por  las  Cortes  Generales,  será  sometida  a  referéndum para  su
ratificación cuando así lo soliciten,:
 
a)    dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de cualquiera
de las Cámaras.
b)    dentro de los veinte días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de cualquiera
de las Cámaras.
c)     dentro de los treinta días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de cualquiera
de las Cámaras.
d)    dentro  de  los  cuarenta  días  siguientes  a  su  aprobación,  una  décima  parte  de  los  miembros  de
cualquiera de las Cámaras.
 
6. La Comunidad Autónoma de Extremadura tiene competencias de ejecución en las siguientes materias:
 
a)    Universidades públicas y privadas. En particular, la programación y creación de centros públicos, la
autorización de los privados, la aprobación definitiva de sus estatutos y normas de funcionamiento,  los
procedimientos  de  acceso,  el  régimen  retributivo  y  la  regulación  de  los  títulos  propios,  así  como  la
financiación de las públicas y el régimen de control, fiscalización y examen de sus cuentas.
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b)    Prensa, radio y televisión y otros medios de comunicación. Creación, regulación y mantenimiento de
medios de comunicación social de carácter público, cuya actividad estará presidida por los principios de
independencia, pluralidad, neutralidad, objetividad y servicio público.
c)     Nombramiento de notarios, registradores de la propiedad y mercantiles y otros fedatarios públicos.
Participación en la fijación de las demarcaciones de notarías y registros de la propiedad y mercantiles.
Registro civil.
d)    Educación  y  enseñanza  en  toda  su  extensión,  niveles,  grados,  modalidades y  especialidades.  En
particular,  el  régimen,  organización  y  control  de  los  centros  educativos,  del  personal  docente,  de  las
materias de interés regional, de las actividades complementarias y de las becas con fondos propios.
 
7. La iniciativa de reforma del Estatuto de Autonomía de Extremadura corresponde a:

a)    la Junta de Extremadura, a la Asamblea, a iniciativa de al menos veinte de sus diputados, y al Congreso
de los Diputados o al Senado. 
b)    la  Junta de Extremadura,  a la Asamblea, a iniciativa de al menos un tercio de sus diputados,  y al
Congreso de los Diputados o al Senado.
c)     la  Junta de Extremadura, a la Asamblea, a iniciativa de al menos la mitad de sus diputados, y al
Congreso de los Diputados o al Senado.
d)    la Junta de Extremadura, a la Asamblea, a iniciativa de al menos cincuenta de sus diputados, y al
Congreso de los Diputados o al Senado.
 
8.  Las recomendaciones y los dictámenes de las Instituciones de la Unión Europea:

a)    tienen alcance general.
b)    no serán vinculantes.
c)     son aplicables directamente.
d)    sólo obligan a sus destinatarios.
 
9. En número de abogados generales del Tribunal de Justicia de la Unión Europea es de:
 
a)    9.
b)    11.
c)     15.
d)    27.
 
10. La aprobación, modificación o derogación de las leyes orgánicas, en una votación final sobre el conjunto
del proyecto, exigirá:
 
a)     mayoría simple del Congreso.
b)    mayoría relativa del Congreso.
c)     mayoría absoluta del Congreso.
d)    mayoría cualificada del Congreso.
 
11. El artículo 127.1. a) de la Ley básica de régimen local atribuye la titularidad del ejercicio de la potestad
reglamentaria a los siguientes órganos de gobierno:
 
a)    plenos de los municipios de régimen común.
b)    plenos de las diputaciones provinciales.
c)     plenos de los municipios de gran población.
d)    junta de gobierno local en los municipios de gran población, en tanto en cuanto le corresponde la
aprobación de los proyectos de ordenanzas y reglamentos.
 
12.  Están legitimados para plantear ante el Tribunal Constitucional  conflictos en defensa de la autonomía
local frente a leyes y disposiciones con rango de ley del Estado o de las Comunidades Autónomas:

a)    Un número de municipios que supongan al menos un quinto de los existentes en el ámbito territorial de
aplicación de la disposición con rango de ley, y representen como mínimo un cuarto de la población oficial
del ámbito territorial correspondiente.

2



b)    Un número de municipios que supongan al menos un sexto de los existentes en el ámbito territorial de
aplicación de la disposición con rango de ley, y representen como mínimo un quinto de la población oficial
del ámbito territorial correspondiente. 
c)     Un número de municipios que supongan al menos un séptimo de los existentes en el ámbito territorial
de aplicación de la disposición con rango de ley, y representen como mínimo un quinto de la población
oficial del ámbito territorial correspondiente.
d)    Un número de municipios que supongan al menos un séptimo de los existentes en el ámbito territorial
de aplicación de la disposición con rango de ley, y representen como mínimo un sexto de la población oficial
del ámbito territorial correspondiente.
 
13. El artículo 30 de la Ley 3/2019, de 22 de enero, de garantía de la autonomía municipal de Extremadura,
establece que el Consejo de Política Local se compondrá de:
 
a)    veinte vocales, diez en representación de la Junta de Extremadura y otros diez en representación de los
gobiernos locales.
b)    veintiún vocales, diez en representación de la Junta de Extremadura y otros once en representación de
los gobiernos locales.
c)     veintidós vocales, diez en representación de la Junta de Extremadura y otros doce en representación
de los gobiernos locales.
d)    veintitrés vocales, diez en representación de la Junta de Extremadura y otros trece en representación
de los gobiernos locales.

14.  El  Fondo  de  financiación  incondicionado  para  los  municipios  de  la  Comunidad  Autónoma  de
Extremadura se distribuirá teniendo en cuenta, entre otros factores,:
a)    la población, con especial atención a la población total menor de 25 años y mayor de 55 años.
b)    la población, con especial atención a la población total menor de 25 años y mayor de 60 años.
c)     la población, con especial atención a la población total menor de 25 años y mayor de 65 años. 
d)    la población, con especial atención a la población total menor de 25 años y mayor de 70 años.
 
15. El plazo establecido en la Ley 8/2019, de 5 de abril, para una Administración más ágil en la Comunidad
Autónoma de Extremadura, sobre la formulación del informe ambiental estratégico por el órgano ambiental
es de:
 
a)    dos meses, contados desde la recepción de la solicitud de inicio y de los documentos que la deben
acompañar.
b)    tres meses, contados desde la recepción de la solicitud de inicio y de los documentos que la deben
acompañar.
c)     cuatros meses, contados desde la recepción de la solicitud de inicio y de los documentos que la deben
acompañar.
d)    cinco meses, contados desde la recepción de la solicitud de inicio y de los documentos que la deben
acompañar.
 
16. Se consideran gastos subvencionables, a los efectos previstos en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,
General de Subvenciones, con carácter excepcional:
 
a)    los gastos de garantía bancaria cuando así lo prevea la normativa reguladora de la subvención.
b)    los intereses deudores de las cuentas bancarias cuando así lo prevea la normativa reguladora de la
subvención.
c)     intereses, recargos y sanciones administrativas y penales cuando así lo prevea la normativa reguladora
de la subvención.
d)    los gastos de procedimientos judiciales cuando así lo prevea la normativa reguladora de la subvención.

17. De acuerdo con el artículo 20 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la
información  pública  y  buen  gobierno,  la  resolución  en  la  que  se  conceda  o  deniegue  el  acceso  a  la
información deberá notificarse al solicitante y a los terceros afectados que así lo hayan solicitado en el plazo
máximo de:
 
a)    un mes desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.
b)    dos meses desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.
c)     tres meses desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.
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d)    cuatro meses desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.
 
18.  Deberán inscribirse en el Registro de Convenios de Colaboración, aquellos convenios que celebre la
Administración autonómica extremeña con entidades públicas y privadas,:
 
a)    en el plazo de diez días a contar desde la fecha de su firma.
b)    en el plazo de quince días a contar desde la fecha de su firma.
c)     en el plazo de veinte días a contar desde la fecha de su firma.
d)    en el plazo de treinta días a contar desde la fecha de su firma.
 
19.-  El  Gobierno,  a  propuesta  de  la  Agencia  Española  de  Protección  de  Datos,  aprobará  su  Estatuto
mediante:
 
a)    ley orgánica 
b)    ley ordinario
c)     real decreto.
d)    decreto legislativo.
 
20. Uno de los siguientes recursos no corresponde a la hacienda de las entidades locales, según el artículo
2 del  Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley
reguladora de las Haciendas Locales,:
 
a)    los  tributos  propios  clasificados  en  tasas,  contribuciones  especiales  e  impuestos  y  los  recargos
exigibles sobre los impuestos de las comunidades autónomas o de otras entidades locales.
b)    las subvenciones.
c)     los percibidos en concepto de precios públicos.
d)    los ingresos percibidos por el impuesto autonómico sobre la eliminación de residuos en vertedero.

21. Señale la afirmación correcta de acuerdo con lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de
marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales:

a) El presupuesto de la Entidad Local será formado por su Presidente.
b) El presupuesto de la Entidad Local será formado por el Pleno.
c) El presupuesto de la Entidad Local será formado por la Comisión de Gobierno.
d) Ninguna de las afirmaciones anteriores es correcta.

22.  ¿Que  recurso  en  vía  judicial  podrá  interponerse  directamente  contra  la  aprobación  definitiva  del
presupuesto de una Entidad Local de acuerdo con lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5
de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales?

a) Podrá interponerse directamente recurso de alzada ante el Alcalde de la corporación local.
b) Habrá de interponerse recurso de alzada ante el  pleno de la corporación local.
c) Podrá interponerse directamente recurso contencioso-administrativo, en la forma y plazos que establecen
las normas de dicha jurisdicción.
d) Habrá de interponerse recurso potestativo de reposición ante la comisión de gobierno de la corporación.

23. Señale cual de las siguientes funciones no está atribuida expresamente a la Tesorería de las entidades
locales conforme al Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo:

a) Recaudar los derechos y pagar las obligaciones.
b) Servir al principio de unidad de caja, mediante la centralización de todos los fondos y valores generados
por operaciones presupuestarias y extrapresupuestarias.
c)  Determinar  la  estructura  y  justificación  de  las  cuentas,  estados y  demás documentos  relativos  a  la
contabilidad pública local.
d) Responder de los avales contraídos.

24. ¿De qué plazo disponen  los  órganos interventores de las Entidades Locales para remitir anualmente a
la Intervención General de la Administración del Estado un informe resumen de los resultados del control
interno desarrollado en cada ejercicio, según expresa el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo?
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a) Hasta el 31 de marzo del ejercicio siguiente.
b) Seis meses desde el cierre del ejercicio presupuestario.
c) En el plazo que fije la Junta de Extremadura a propuesta de las consejerías competentes en materia de
hacienda y administración local.
d) En el plazo que fije el Gobierno de España a propuesta de los ministerios competentes en materia de
Hacienda y Administraciones públicas.

25. Con carácter general y según específica el Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula
el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional, ¿qué
categoría tendrán las Secretarías de entidades locales con población inferior a 5.000 habitantes?

a) De clase tercera en cualquier caso.
b) De clase segunda necesariamente.
c) Pueden ser de segunda o tercera clase.
d) De segunda clase si su presupuesto supera los 2.000.000 de euros.

26.  Señale entre los siguientes principios,  cual  no aparece recogido expresamente en el  Real  Decreto
424/2017, de 28 de abril por el que se regula el régimen jurídico del control interno en las entidades del
Sector Público Local, entre los que hayan de regir las funciones de control interno del órgano interventor de
la Entidad Local

a) Eficiencia en la utilización de los recursos.
b) Autonomía funcional.
c) Ejercicio desconcentrado.
d) Procedimiento contradictorio.

27. Según la ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local ¿qué municipios han de
prestar servicio en materia de protección civil en todo caso?

a) Municipios con población superior a 5.000 habitantes.
b) Municipios con población superior a 10.000 habitantes.
c) Municipios con población superior a 20.000 habitantes.
d) Municipios con población inferior a 10.000 habitantes.

28. Según la ley 7/1985, de 2 de abril,  Reguladora de las Bases del Régimen Local la constitución en
Concejo Abierto de aquellos municipios en los que por su localización geográfica, la mejor gestión de los
intereses municipales u otras circunstancias lo hagan aconsejable requerirá: 

a) Petición de la mayoría de los vecinos, decisión favorable por mayoría de dos tercios de los miembros del
Ayuntamiento y aprobación por la Comunidad Autónoma.
b) Decisión favorable por mayoría de dos tercios de los miembros del Ayuntamiento y aprobación por la
Comunidad Autónoma.
c) Petición de la mayoría de los vecinos, decisión favorable por mayoría de tres quintos de los miembros del
Ayuntamiento y aprobación por la Comunidad Autónoma.
d) Petición de los vecinos y aprobación por parte del Estado y de la Comunidad autónoma.

29. Señale los órganos que necesariamente han de existir en todas las diputaciones provinciales

a) El Presidente, el Vicepresidente, el Pleno y la Comisión de Gobierno
b) El presidente, el Vicepresidente y el Pleno.
c) El Presidente, los Vicepresidentes, la Junta de Gobierno y el Pleno.
d) El presidente, el Pleno y la Comisión de Gobierno.

30. En el ámbito de las diputaciones provinciales la facultad para dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios
y obras cuya titularidad o ejercicio corresponde a la Diputación Provincial está atribuida:

a) Al Pleno de la Diputación.
b) A la Junta de Gobierno.
c) Al Pleno y Presidente de manera conjunta.
d) Al Presidente de la Diputación.
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31. En todo caso las diputaciones provinciales tienen competencias sobre asistencia en la prestación de los
servicios de gestión de la recaudación tributaria, en periodo voluntario y ejecutivo, y de servicios de apoyo a
la gestión financiera, tratándose de municipios con población:

a) Inferior a 20.000 habitantes.
b) Inferior a 50.000 habitantes.
c) Inferior a 100.000 habitantes.
d) Superior a 20.000 habitantes.

32.  ¿Que  nombre  reciben  aquellas  entidades  locales  integradas  por  los  Municipios  de  grandes
aglomeraciones urbanas entre cuyos núcleos de población existan vinculaciones económicas y sociales que
hagan necesaria la planificación conjunta y la coordinación de determinados servicios y obras?

a) Mancomunidades.
b) Áreas metropolitanas.
c) Comarcas.
d) Capitales Municipales.

33. En el ámbito de la Comunidad Autónoma de Extremadura ¿qué ley regula las Mancomunidades y las
entidades locales menores?

a) Ley 17/2010, de 22 de diciembre.
b) Ley 8/2019, de 5 de abril.
c) Ley 3/2018, de 5 de diciembre.
d) Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio.

34.  ¿Qué  mayoría  requiere  en  el  pleno  en  cada  municipio  el  acuerdo  expresivo  de  la  voluntad  de
mancomunarse? 

a) Mayoría absoluta del número legal de sus miembros.
b) Mayoría de 3/5 del número legal de sus miembros.
c) Mayoría de 2/3 del número legal de sus miembros.
d) Mayoría simple de sus miembros legales.

35. Indique la afirmación correcta en relación al funcionamiento del Pleno de las Corporaciones locales
según señala la Ley 7/1985, de 5 de abril, Reguladora de las Bases Locales:

a) El Pleno celebra sesión ordinaria como mínimo cada mes en los Ayuntamientos de municipios de más de
20.000 habitantes
b) El pleno celebra sesión ordinaria como mínimo cada mes en los Ayuntamientos de los municipios de una
población entre 5.001 habitantes y 20.000 habitantes.
c) El pleno celebra sesión ordinaria  como mínimo cada mes en los municipios de hasta 5.000 habitantes.
d) Todas las afirmaciones anteriores son correctas.

36. Señale la afirmación correcta en relación con la aprobación de las Ordenanzas Locales de acuerdo con
lo dispuesto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local:

a) La aprobación inicial corresponde al Alcalde.
b) Se somete a un trámite de información pública y audiencia a los interesados por el plazo mínimo de
quince días  para la presentación de reclamaciones y sugerencias.
c) La aprobación definitiva corresponde al Pleno de la corporación.
d) Todas las respuestas anteriores son correctas.

37. Señale la afirmación correcta en relación con el funcionamiento de los órganos municipales de acuerdo
con lo dispuesto en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local:

a) Las sesiones del Pleno son siempre públicas. 
b) Las sesiones de la Junta de Gobierno Local  son públicas siempre.
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c) Las sesiones del Pleno de las corporaciones son públicas salvo que a instancia del Alcalde o  1/3 de
concejales se acuerde su privacidad por mayoría absoluta del pleno.
d) Las sesiones de la Junta de Gobierno Local no son públicas.

38. De acuerdo con lo dispuesto en el Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el
Reglamento de Bienes de las Entidades Locales ¿qué consideración tienen las Casas consistoriales?

a) Bienes de dominio público afectos al servicio público.
b) Bienes Patrimoniales de la entidad local.
c) Bienes de uso público publico dentro de la categoría de dominio público.
d) Bienes comunales.

39. ¿Qué quórum requiere la iniciativa del Pleno de una entidad local territorial para la celebración de una
sesión extraordinaria, según señala el Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba
el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Local?

a) Una tercera parte, al menos, del número legal de los miembros de la Corporación.
b) Una cuarta parte, al menos, del número legal de miembros de la Corporación.
c) La mitad, al menos del número legal de miembros de la Corporación.
d) Una quinta parte al menos, del número legal de los miembros de la Corporación. 

40. Señale a afirmación correcta en relación con el uso privativo de los bienes de dominio público local:

a) No está permitido en ningún caso, dada la naturaleza de estos bienes.
b) Está sujeto a concesión administrativa.
c) La duración de este tipo de uso no puede superar los 10 años.
d) Todas las afirmaciones anteriores son incorrectas.

41. Según el Real Decreto 1373/2009, de 28 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General de la
Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicos, la adquisición, por la
Administración  General  del  Estado,  de bienes  inmuebles  o  derechos sobre los mismos propios de  los
organismos públicos integrados en el sector público empresarial, se autorizará por:

a) El Consejo de Ministros.
b) El Ministro  de Economía y Hacienda.
c) El Director General de Patrimonio del Estado.
d) El Presidente del Gobierno.

42.  Según el Real Decreto 1373/2009, de 28 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General de la
Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, la Administración General
del Estado y sus organismos públicos podrán adquirir bienes inmuebles o derechos mediante:

a)  La participación en procedimientos de licitación,  cualquiera que sea la forma o el  medio  en que se
celebren.
b) La participación en procedimientos de licitación, solo cuando la licitación es por medios electrónicos.
c) No puede participar en procedimientos de licitación, cualquiera que sea su forma o el medio en que se
celebren.
d) Ninguna de las anteriores respuestas es correcta.

43. Según el Real Decreto 1690/1986, de 11 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Población y
Demarcación  Territorial  de  las  Entidades  Locales,  la  división  del  término  municipal  en  distritos  es
competencia del:

a) Ayuntamiento, con informe favorable de la Diputación Provincial.
b)  Ayuntamiento,  con  el  informe  favorable  de  la  Dirección  General  de  Urbanismo  de  la  Comunidad
Autónoma.
c) Ayuntamiento.
d) Ayuntamiento, con informe previo de la Delegación del Gobierno.
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44. Según el Real Decreto 1690/1986, de 11 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de Población y
Demarcación Territorial de las Entidades Locales, para la demarcación, deslinde y amojonamiento de los
términos municipales, cada uno de los Ayuntamientos, a quienes afecte la línea divisoria, nombrará una
Comisión compuesta por:

a) El Alcalde con el Secretario de la Corporación y el Perito que designe el Ayuntamiento verificarán la
operación de que se trate.
b) El Alcalde y tres Concejales, los cuales, con el Secretario de la Corporación y el Perito que designe el
Ayuntamiento verificarán la operación de que se trate.
c) El Alcalde con el Secretario y el Interventor de la Corporación y el Perito que designe el Ayuntamiento
verificarán la operación de que se trate.
d) El Secretario, el Concejal responsable de Urbanismo y el perito que designe el Ayuntamiento verificarán
la operación de que se trate.

45. Según el artículo 14 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre de Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas,  de los siguientes,  ¿quiénes no  estarán obligados a relacionarse a través de
medios  electrónicos  con  las  Administraciones  Públicas  para  la  realización  de  cualquier  trámite  de  un
procedimiento administrativo?

a) Las personas jurídicas.
b) Las entidades sin personalidad jurídica.
c) Los que representen a un interesado.
d) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas 
por razón de su condición de empleado público, en la forma en que se determine reglamentariamente por 
cada Administración.

46. Según el artículo 21 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre de Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas, cuando las normas reguladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo
en que están obligadas las Administraciones Públicas a resolver, éste será de:

a) Seis meses.
b) Tres meses.
c) Dos meses.
d) Doce meses.

47. Según el artículo 24 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre de Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas, la desestimación por silencio administrativo tiene:

a) A todos los efectos la consideración de acto administrativo finalizador del procedimiento.
b) Los solos efectos de permitir a los interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso-
administrativo que resulte procedente.
c) Los solos efectos de permitir  a los interesados la interposición de recurso de alzada ante el  órgano
correspondiente de la Administración.
d) Ninguna de las anteriores es correcta.

48.  Según  la  Ley  39  /  2015,  de  1  de  octubre  de  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones Públicas, serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho
aquellos actos administrativos:

a) Que limiten derechos subjetivos o intereses ilegítimos
b) Que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos consultivos
c) Los actos que rechacen o admitan pruebas propuestas por los interesados.
d) Ninguna de las anteriores es correcta.

49.  Según  la  Ley  39  /  2015, de  1  de  octubre  de  Procedimiento  Administrativo  Común  de  las
Administraciones Públicas, los actos administrativos que tengan un contenido imposible son:

a)  Nulos de pleno derecho
b)  Anulables
c) Viciados
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c)  Ninguna de las anteriores es correcta.

50. Según la Ley 39/2015 de 1 de octubre de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones
Públicas, de los siguientes ¿dónde no deben presentarse documentos que los interesados dirijan a los
órganos de las Administraciones Públicas?

a) En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero.
b) En las oficinas de asistencia en materia de registros.
c) En cualquier Oficina de Atención al Ciudadano de cualquier Administración Pública.
d) Ninguna de las anteriores es correcta.

51. Según la Ley 39/2015 de 1 de octubre de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones
Públicas,  en  los  casos  de  estimación  por  silencio  administrativo,  la  resolución  expresa  posterior  a  la
producción del acto:

a) Solo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo.
b) Se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio.
c)  Se  adoptará  siempre  vinculándola  al  sentido  del  silencio  y  en  función  de  si  este  es  estimatorio  o
desestimatorio.
c) Ninguna de las anteriores es correcta.

52. Según la Ley 39/2015 de 1 de octubre de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones
Públicas, para ser considerados válidos, los documentos electrónicos administrativos no deberán:

a) Disponer de los datos de identificación que permitan su individualización, sin perjuicio de su posible
incorporación a un expediente electrónico.
b) Contener información de cualquier naturaleza archivada en un soporte electrónico según un formato
determinado susceptible de identificación y tratamiento diferenciado.
c) Incorporar y utilizar unos metadatos fácilmente accesibles al ciudadano.
d) Incorporar las firmas electrónicas que correspondan de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable.

53. Según la Ley 39/2015 de 1 de octubre de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones
Públicas, Las copias electrónicas de un documento electrónico original o de una copia electrónica auténtica:

a) No deberán incluir los metadatos que acrediten su condición de copia y que se visualicen al consultar el
documento.
b) Con o sin cambio de formato, deberán incluir los metadatos que acrediten su condición de copia y que se
visualicen al consultar el documento.
c) Contendrán un código generado electrónicamente u otro sistema de verificación
d) Requerirán que el documento haya sido digitalizado previamente.

54.  Según el artículo 3 de la Ley 40/2015 de 1 de octubre de Régimen Jurídico del Sector Público, las
Administraciones  Públicas  sirven  con  objetividad  los  intereses  generales  y  actúan  de  acuerdo  con  los
principios de:

a) Eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación.
b) Eficacia, jerarquía, transparencia, igualdad y eficiencia.
c) Eficacia. Eficiencia, seguridad jurídica y transparencia.
d) Eficacia, Eficiencia, igualdad y seguridad jurídica.

55. Según el artículo 49 de la Ley 40/2015 de 1 de octubre de Régimen Jurídico del Sector Público, el plazo 
de vigencia de un convenio atenderá las siguientes reglas:

a) Los convenios deberán tener una duración determinada, que no podrá ser superior a cuatro años, salvo 
que normativamente se prevea un plazo superior.
b) Los convenios deberán tener una duración determinada, que no podrá ser superior a cinco años, salvo 
que normativamente se prevea un plazo superior.
c) Los convenios deberán tener una duración determinada, que no podrá ser superior a dos años, salvo que 
normativamente se prevea un plazo superior.
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d) Los convenios deberán tener una duración determinada, que no podrá ser superior a diez años, salvo que
normativamente se prevea un plazo superior.

56. Según la Ley 40/2015 de 1 de octubre de Régimen Jurídico del Sector Público, las obligaciones que se 
derivan del deber de colaboración se harán efectivas a través de técnicas como:

a) La creación y mantenimiento de sistemas integrados de información administrativa con el fin de disponer
de  datos  actualizados,  completos  y  permanentes  referentes  a  los  diferentes  ámbitos  de  actividad
administrativa en todo el territorio nacional.
b) La participación en órganos consultivos de otras Administraciones Públicas.
c) La emisión de informes no preceptivos con el fin de que las diferentes Administraciones expresen su 
criterio sobre propuestas o actuaciones que incidan en sus competencias.
d) La prestación de medios materiales, económicos o personales a otras Administraciones Públicas.

57. Según el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de
la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, el valor actual de construcción de un inmueble de nueva planta,
equivalente al original en relación con las características constructivas y la superficie útil, realizado con las
condiciones necesarias para que su ocupación sea autorizable o, en su caso, quede en condiciones de ser
legalmente destinado al uso que le sea propio, se denomina:

a) Coste de estructura.
b) Coste de reposición de una construcción.
c) Ajuste razonable.
d) Precio de mercado estipulado.

58. Según el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de
la  Ley  del  Suelo  y  Rehabilitación  Urbana,  las  políticas  públicas  relativas  a  la  regulación,  ordenación,
ocupación, transformación y uso del suelo tienen como fin común la utilización de este recurso conforme al
interés general y según:

a) El principio de desarrollo sostenible.
b) El principio de solidaridad territorial.
c) El principio de igualdad de trato y de oportunidades.
d) El principio de prevención y minimización.

59. Según el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, las actuaciones de dotación, considerando como tales las que 
tengan por objeto incrementar las dotaciones públicas de un ámbito de suelo urbanizado para reajustar su 
proporción con la mayor edificabilidad o densidad o con los nuevos usos asignados en la ordenación 
urbanística a una o más parcelas del ámbito y no requieran la reforma o renovación de la urbanización de 
éste, se denominan:

a) Actuaciones edificatorias.
b) Actuaciones de transformación urbanística
c) Actuaciones de ordenación del territorio.
d) Actuaciones de planificación urbanística.

60. Según el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, no serán inscribibles en el Registro de la Propiedad: 

a) La interposición de recurso contencioso-administrativo que pretenda la anulación de instrumentos de 
ordenación urbanística, de ejecución, o de actos administrativos de intervención.
b) Las condiciones especiales a que se sujeten los actos de conformidad, aprobación o autorización 
administrativa, en los términos previstos por las leyes.
c) Los actos de transferencia y gravamen del aprovechamiento urbanístico.
d) Las cesiones de terrenos con carácter voluntario en los casos previstos por las leyes o como 
consecuencia de transferencias de aprovechamiento urbanístico.
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61. La contratación administrativa en el sector público viene regulada por:

a) La Ley 9/2017, de 8 de noviembre.
b) La Ley 6/2017, de 24 de octubre.
c) La Ley 3/2017, de 27 de junio.
d) La Ley 4/2017, de 25 de septiembre.

62. Están incluidos en el ámbito de la Ley de Contratos del Sector Público:

a) La relación de servicio de los funcionarios públicos y los contratos regulados en la legislación laboral.
b)  Las relaciones jurídicas consistentes en la prestación de un servicio  público cuya utilización por los
usuarios requiera el abono de una tarifa, tasa o precio público de aplicación general.
c) Los contratos relativos a servicios de arbitraje y conciliación.
d)  Los  contratos  onerosos,  cualquiera  que  sea  su  naturaleza  jurídica,  que  celebren  las  Mutuas  de
Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social.

63. Los contratos que tienen por objeto la adquisición, el arrendamiento financiero, o el arrendamiento, con
o sin opción de compra, de productos o bienes muebles, son:

a) Contratos de servicios.
b) Contratos de suministro.
c) Contratos de obras.
d) Contratos de gestión de servicios públicos.

64. No se consideran contratos de suministros:

a) Aquellos en los que el empresario se obligue a entregar una pluralidad de bienes de forma sucesiva y por
precio unitario sin que la cuantía total se defina con exactitud al tiempo de celebrar el contrato, por estar
subordinadas las entregas a las necesidades del adquirente.
b)  Los  que  tengan  por  objeto  la  adquisición  y  el  arrendamiento  de  equipos  y  sistemas  de
telecomunicaciones o para el tratamiento de la información, sus dispositivos y programas, y la cesión del
derecho de uso de estos últimos.
c) Los de adquisición de programas de ordenador desarrollados a medida.
d) Los de fabricación, por los que la cosa o cosas que hayan de ser entregadas por el empresario deban ser
elaboradas con arreglo  a  características  peculiares fijadas previamente por  la  entidad  contratante,  aun
cuando esta se obligue a aportar, total o parcialmente, los materiales precisos.

65. Se considerarán poderes adjudicadores, a efectos de La Ley 9/2017, de Contratos del Sector Público,
las siguientes entidades:

a) Las Administraciones Públicas.
b) Las fundaciones públicas.
c) Las Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.
d) Todas las respuestas anteriores son correctas. 

66.-  Salvo que se indique  otra  cosa  en su clausulado,  los contratos  del  sector  público  se  entenderán
celebrados: 

a) En el lugar donde esté la sede de la empresa adjudicataria.
b) En la capital de provincia donde esté ubicado el Municipio.
c) En el lugar donde se encuentre la sede del órgano de contratación.
d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

67. De los siguientes, son contratos privados los contratos celebrados por una Administración Pública que
tengan por objeto:

a) La suscripción a revistas, publicaciones periódicas y bases de datos.
b) La concesión de servicios públicos.
c) Los contratos de colaboración entre el sector público y el sector privado.
d) La adquisición de suministros.
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68. Cuando se trate de contratos de obras, podrán adjudicarse directamente a cualquier empresario con
capacidad de obrar contratos menores, es decir, de importe inferior a:

a) 40.000 €.
b) 6.000 €.
c) 100.000 €.
d) 15.000 €.

69. Los contratos menores definidos en el artículo 118 de la Ley de Contratos del Sector Público no podrán
tener una duración superior a:
a) Un año.
b) Tres años.
c) Cinco años.
d) Diez años.

70.- Señala la respuesta incorrecta. Es objeto de la Ley 912017, regular la contratación del sector público, a
fin de garantizar que la misma se ajusta a los principios de:

a) Simplificación de la formalización de los contratos.
b) Libertad de acceso a las licitaciones.
c) No discriminación e igualdad de trato entre los licitadores.
d) Publicidad y transparencia de los procedimientos.

71. Señala la respuesta incorrecta. Es objeto de la Ley 912017, regular la contratación del sector público, a
fin de asegurar, en conexión con el objetivo de estabilidad presupuestaria y control del gasto, y el principio
de integridad, una eficiente utilización de los fondos destinados a la realización de obras, la adquisición de
bienes y la contratación de servicios mediante:

a) La selección de la oferta económicamente más ventajosa.
b) La exigencia de la definición previa de las necesidades a satisfacer.
c) La salvaguarda de la libre competencia.
d) La reducción de las garantías exigibles.

72.- Se incluyen en el ámbito de aplicación de la Ley 9/2017:

a) Las relaciones jurídicas consistentes en la prestación de un servicio público cuya utilización por los usua-
rios requiera el abono de una tarifa, tasa o precio público de aplicación general.
b) Las encomiendas de gestión reguladas en la legislación vigente en materia de régimen jurídico del sector
público.
c) Los contratos relativos a servicios de arbitraje y conciliación.
d) Los contratos subvencionados por entidades que tengan la consideración de poderes adjudicadores que
celebren otras personas físicas o jurídicas en los supuestos previstos en el artículo 23 relativo a los contra-
tos subvencionados sujetos a una regulación armonizada.

73. Un conjunto de trabajos de construcción o de ingeniería civil, destinado a cumplir por sí mismo una
función económica o técnica, que tenga por objeto un bien inmueble, es denominado por la Ley 912017:

a) Una infraestructura.
b) Patrimonio material.
c) Una obra.
d) Un servicio público.

74. No podrán ser objeto de los contratos de servicios:

a) Los que impliquen ejercicio de la autoridad inherente a los poderes públicos.
b) Los que impliquen el desarrollo o mantenimiento de aplicaciones informáticas.
c) Los que tengan por objeto el desarrollo y la puesta a disposición de productos protegidos por un derecho
de propiedad intelectual o industrial.
d) Los que tengan por objeto la prestación de actividades docentes en centros del sector público desarrolla -
das en forma de cursos de formación o perfeccionamiento del personal al servicio de la Administración.
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75.-  Para la Directiva 2014/23/UE, de 26 de febrero de 2014, relativa a la adjudicación de contratos de
concesión, el criterio delimitador del contrato de concesión de servicios respecto del contrato de servicios
es:

a) La cuantificación del coste.
b) Quién asume el riesgo operacional.
c) La exigencia o no de la clasificación del empresario.
d) La publicación en boletín oficial.

76.- No se consideran sujetos a regulación armonizada, cualquiera que sea su valor estimado, los contratos
siguientes:

a) Los contratos de obras que tengan por objeto la construcción de hospitales, centros deportivos, recreati-
vos o de ocio, edificios escolares o universitarios y edificios de uso administrativo.
b) Aquellos que tengan por objeto la representación y defensa legal de un cliente por un procurador o un
abogado, ya sea en un arbitraje o una conciliación celebrada en un Estado o ante una instancia internacio -
nal de conciliación o arbitraje, o ya sea en un procedimiento judicial ante los órganos jurisdiccionales o las
autoridades públicas de un Estado o ante órganos jurisdiccionales o instituciones internacionales.
c) Los que tengan por objeto servicios sociales.
d) Los adjudicados por órganos de contratación que pertenezcan al sector de la defensa.

77.-  ¿A quién  corresponde  supervisar  la  ejecución  del  contrato  y  adoptar  las  decisiones  y  dictar  las
instrucciones necesarias con el fin de asegurar la correcta realización de la prestación pactada?

a) Al órgano de contratación.
b) Al responsable del contrato.
c) A la unidad encargada del seguimiento y ejecución ordinaria del contrato.
d) Ninguna respuesta es correcta.

78.- La LCSP establece en su artículo artículo 192 el régimen de incumplimiento parcial o cumplimiento
defectuoso del contrato en el que: 

a) El adjudicatario cambie de domicilio social.
b) El adjudicador cambie las condiciones iniciales del contrato.
c) Se produzca el supuesto de incumplimiento de los compromisos o de las condiciones especiales de eje-
cución del contrato que se hubiesen establecido.
d) Todas las respuestas anteriores son correctas.

79.- La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres establece
que:

a) Esta ley será aplicable solamente a las mujeres que se encuentren o actúen en territorio español, cual -
quiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia.
b) Será de aplicación a todas las personas físicas que se encuentren o actúen en territorio español, cual-
quiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia.
c) Será de aplicación a toda persona, física o jurídica, que se encuentre o actúe en territorio español, cual-
quiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia.
d) Solamente se aplicarán a todas las personas jurídicas que se encuentren o actúen en territorio español.

80.- El artículo 1 de La Ley 8/2011, de 23 de marzo, de Igualdad entre mujeres y hombres y contra la
violencia de género en Extremadura:

a) Regula las medidas y recursos dirigidos a promover y garantizar la efectiva desigualdad de oportunidades
y de trato en todos los ámbitos de la vida.
b) No se aplica a las empresas privadas de Extremadura.
c) Establece los principios generales a los que se somete la actuación de los poderes públicos de Extrema-
dura en materia de igualdad entre mujeres y hombres y en la erradicación de la violencia de género.
d) Se aplica solamente a los funcionarios que trabajan en el sector público de Extremadura.
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81. La ordenación territorial se establece mediante los siguientes instrumentos:

a)  Instrumentos  de  ordenación  territorial  general,  instrumentos  de  ordenación  territorial  de  desarrollo  e
instrumentos de intervención directa. 
b)  Instrumentos  de  ordenación  territorial  general,  instrumentos  de  ordenación  territorial  de  desarrollo  e
instrumentos de intervención indirecta.
c) Instrumentos de ordenación territorial parcial, instrumentos de ordenación territorial de desarrollo general
e instrumentos de intervención indirecta.
a) Instrumentos de ordenación territorial parcial e instrumentos de intervención directa.

82.  Según el  artículo 41 de la Ley 11/2018, de 21 de diciembre,  de ordenación territorial  y urbanística
sostenible de Extremadura, la ejecución de Proyectos de Interés Regional:

a)  Se realizará  conforme a los  proyectos  técnicos  en que se  concreten las obras e  instalaciones  que
comprendan, que no estarán sujetos a previa licencia municipal.
b)  Se realizará  conforme a los  proyectos  técnicos  en que se  concreten las obras e  instalaciones  que
comprendan, que estarán sujetos a previa licencia municipal.
c) La Consejería competente por razón de la materia deberá realizar el seguimiento del desarrollo de las
obras  de  ejecución  del  Proyecto  de  Interés  Regional  y  evacuar,  a  su  finalización,  informe  sobre  la
adecuación de lo ejecutado a lo establecido en dicho proyecto de interés regional. Dicho informe tendrá
carácter interno. 
d) El  Consejo de Gobierno deberá realizar el  seguimiento del  desarrollo de las obras de ejecución del
Proyecto de Interés Regional y evacuar, a su finalización, informe sobre la adecuación de lo ejecutado a lo
establecido en dicho proyecto de interés regional. Dicho informe será publicado en el portal de transparencia
de la Junta de Extremadura.

83. El artículo 53 de la Ley 11/2018, de 21 de diciembre, de ordenación territorial y urbanística sostenible de
Extremadura, define los Planes Parciales como:

a)  Instrumentos  de  ordenación  urbanística  que  tienen  por  objeto  establecer  o  modificar  la  ordenación
detallada de un sector de suelo urbano o de suelo urbanizable, con las determinaciones precisas para
habilitar la ejecución.
b)  Instrumentos  complementarios  de  ordenación  que  tienen  por  objeto  la  implantación  o  regulación
pormenorizada  de  usos  o  actividades  urbanísticas  especiales  en  cualquier  clase  de  suelo.  Podrán
formularse en desarrollo de los instrumentos de ordenación urbanística, o con carácter independiente, y
podrán contener determinaciones estructurales y detalladas.
c) Instrumentos complementarios de la ordenación urbanística que complementan las determinaciones del
planeamiento relativas a la conservación, protección o mejora del patrimonio urbanístico, arquitectónico,
histórico, cultural, arqueológico, etnográfico y similar. A tal efecto, contendrán una relación detallada y la
identificación precisa de los bienes incluidos con señalamiento del organismo que propone su catalogación.
d)  Instrumentos  complementarios  de  la  ordenación  urbanística  cuyo  objeto  es  concretar,  modificar  o
reajustar, en el ámbito de manzanas o unidades urbanas equivalentes

84. Según el  artículo 70 de la Ley 11/2018, de 21 de diciembre,  de ordenación territorial  y urbanística
sostenible de Extremadura, la calificación rústica deberá cumplir con los requisitos:

a) Las cuantías del canon que debe fijar la calificación rústica para las nuevas edificaciones, construcciones
e instalaciones será un mínimo del 1,5% del importe total de la inversión realizada en la ejecución.
b)  La  superficie  mínima  de  suelo  que  sirva  de  soporte  físico  a  las  edificaciones,  construcciones  e
instalaciones de nueva planta será de 2 hectáreas, salvo que el planeamiento territorial establezca otra
distinta.
c)  La  superficie  mínima  de  suelo  que  sirva  de  soporte  físico  a  las  edificaciones,  construcciones  e
instalaciones de nueva planta será de 1,5 hectáreas, salvo que el planeamiento territorial establezca otra
distinta.
d) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

85. Las Administraciones públicas pueden desarrollar actuaciones aisladas de expropiación en cualquier
clase de suelo, con alguna de las siguientes finalidades:

a) Ejecutar los sistemas generales y demás dotaciones urbanísticas públicas.
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b) Sustituir a las personas propietarias del suelo que incumplan sus deberes urbanísticos.
c) Las Administraciones públicas sólo pueden desarrollar actuaciones aisladas de expropiación en suelo
urbano.
d) Las respuestas a) y b) son correctas

86.  Según  la  Ley  11/2018,  de  21  de  diciembre,  de  ordenación  territorial  y  urbanística  sostenible  de
Extremadura, en particular, el ejercicio de la función inspectora comprende: Señale la incorrecta

a) Velar por el cumplimiento de la ordenación urbanística y territorial.
b) Vigilar, investigar y controlar la actividad de ejecución del planeamiento y uso del suelo.
c) Denunciar las anomalías advertidas en la ejecución y uso del suelo.
d) Asesorar y desarrollar planes conjuntos para las administraciones y autoridades competentes sobre la
adopción de las medidas cautelares y definitivas que se estimen conveniente.

87. El artículo 184.1 de la Ley 11/2018, de 21 de diciembre, de ordenación territorial y urbanística sostenible
de Extremadura indica que:

a) Las infracciones urbanísticas muy graves prescribirán a los seis años, las graves a los cinco años, y las
leves al año.
b) Las infracciones urbanísticas muy graves prescribirán a los cuatro años, las graves a los tres años, y las
leves al año.
c) Las infracciones urbanísticas muy graves prescribirán a los cinco años, las graves a los dos años, y las
leves a los seis meses.
d) Las infracciones urbanísticas no prescriben.

88.  La Ley 7/2019, de 5 de abril,  de espectáculos públicos y actividades recreativas de la Comunidad
Autónoma de Extremadura, regula en su artículo 38 la venta de entradas, determinando lo siguiente:

a) La venta comisionada se efectuará en establecimientos públicos que cuenten con título habilitante para
ello y en ningún caso el recargo podrá ser superior al 10 % del precio fijado para la venta directa.
b) La venta comisionada se efectuará en establecimientos públicos que cuenten con título habilitante para
ello y en ningún caso el recargo podrá ser superior al 15 % del precio fijado para la venta directa.
c) La venta comisionada se efectuará en establecimientos públicos que cuenten con título habilitante para
ello y en ningún caso se podrá aplicar recargo.
d) La venta comisionada se efectuará en establecimientos públicos que cuenten con título habilitante para
ello y en ningún caso el recargo podrá ser superior al 20 % del precio fijado para la venta directa.

89. De conformidad con lo dispuesto en la Ley sobre expropiación forzosa de 16 de diciembre de 1954, para
proceder a la expropiación forzosa será indispensable:

a) La declaración de utilidad pública del bien afecto a expropiación con carácter previo.
b)  La previa  declaración de utilidad  pública  o  interés social  del  fin  a  que haya de afectarse el  objeto
expropiado
c) La declaración de interés social y utilidad pública del bien afecto a expropiación al momento de inicio del
expediente.
d) La declaración previa de utilidad pública del bien afecto al expediente de expropiación.

90. Salvo prueba en contrario, de acuerdo a lo dispuesto en la Ley sobre expropiación forzosa de 16 de
diciembre de 1954, la Administración expropiante considerará propietario o titular del bien:

a) A quien con este carácter conste en registros públicos que produzcan presunción de titularidad.
b) Preferentemente, a quien conste con tal carácter en registros fiscales.
c) A quien instó la iniciación del expediente de expropiación cuando éste no hubiera sido impulsado de
oficio.
d) A quien el funcionario de la administración actuante hubiese expedido acta de notoriedad.

91. ¿Quiénes tienen capacidad procesal ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo?

a) Aquellos que la ostentan con arreglo a la Ley de Enjuiciamiento Civil con excepción, en todo caso, de los
menores de edad.
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b) Aquellos que la ostentan con arreglo a la Ley de Enjuiciamiento Civil además de los menores asistidos
siempre por quien ejerza la patria potestad, tutela o curatela.
c) Las personas con capacidad de obrar mayores de edad y las menores legalmente emancipadas.
d)  Aquellos  que la  ostentan  con  arreglo  a  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  además de  los  menores  sin
necesidad de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o curatela para la defensa de derechos e
intereses legítimos cuya actuación les esté permitida por el ordenamiento jurídico

92. En el ámbito de la jurisdicción contencioso-administrativa ¿cuál de los siguientes actos son nulos de
pleno derecho?

a) Cualesquiera actos y disposiciones contrarios a los pronunciamientos de las sentencias.
b) Las actuaciones de oposición a la misma interpuestas por quien no es parte interesada fuera de plazo.
c) Los actos y disposiciones contrarios a los pronunciamientos de las sentencias,  que se dicten con la
finalidad de eludir su cumplimiento
d) Las actuaciones de oposición a la misma interpuestas ante órgano distinto al de primera instancia.

93. En el ámbito de lo contencioso-administrativo y por regla general, ¿Cuál es el plazo a partir del cual
puede instarse la ejecución forzosa de una sentencia

a) Un mes a partir de la comunicación de la sentencia.
b) Un mes a partir de la comunicación de la sentencia o del plazo fijado en ésta para el cumplimiento del
fallo.
c) Dos meses a partir de la comunicación de la sentencia o del plazo fijado en ésta para el cumplimiento del
fallo.
d) Dos meses a partir de la sentencia o del plazo fijado en ésta para el cumplimiento del fallo

94. El Estatuto Básico del Empleado Público tiene por objeto:

a)  Establecer  las bases del  régimen estatutario  de los funcionarios públicos incluidos en su ámbito de
aplicación
b) Determinar las normas aplicables al personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas
c) Ninguna es correcta
d) Las respuestas a y b son correctas

95.  El  Título II  del  Real  Decreto Legislativo  5/2015, de 30 de octubre,  por  el  que se aprueba el  texto
refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público se denomina:

a) Clases de personal al servicio de las Administraciones Públicas
b) Objeto y ámbito de aplicación
c) Derechos y deberes. Código de conducta de los empleados públicos
d) Adquisición y pérdida de la relación de servicio

96. Son funcionarios interinos los que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son
nombrados como tales para el desempeño de funciones propias de funcionarios de carrera, cuando se dé
alguna de las siguientes circunstancias (señala la incorrecta):

a) La existencia de plazas vacantes cuando no sea posible su cobertura por funcionarios de carrera
b) La sustitución transitoria de los titulares
c) La ejecución de programas de carácter temporal, que no podrán tener una duración superior a dos años,
ampliable hasta doce meses más
d) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de 6 meses, dentro de un periodo de 12 meses

97. Se constituye una Mesa General de Negociación de las Administraciones Públicas. La representación de
éstas será unitaria y estará presidida por:

a) La Administración General del Estado
b) Representantes de las Comunidades Autónomas
c) La Federación Española de Municipios y Provincias
d) Rotativamente por todos los anteriores
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98. Las necesidades de recursos humanos, con asignación presupuestaria, que deban proveerse mediante
la incorporación de personal de nuevo ingreso serán objeto de la Oferta de empleo público, o a través de
otro instrumento similar de gestión de la provisión de las necesidades de personal, lo que comportará la
obligación de convocar los correspondientes procesos selectivos para las plazas comprometidas y:

a) Hasta un diez por cien adicional, fijando el plazo máximo para la convocatoria de los mismos
b) Hasta un quince por cien adicional, fijando el plazo máximo para la convocatoria de los mismos
c) Hasta un veinte por cien adicional, fijando el plazo máximo para la convocatoria de los mismos
d) Hasta un cuarenta por cien adicional, fijando el plazo máximo para la convocatoria de los mismos

99. Los funcionarios de carrera serán declarados en situación de servicios especiales (señale la incorrecta):

a) Cuando accedan a la condición de Diputado o Senador de las Cortes Generales o miembros de las
asambleas  legislativas  de  las  comunidades  autónomas  si  no  perciben  retribuciones  periódicas  por  la
realización de la función
b) Cuando se desempeñen cargos electivos retribuidos y de dedicación exclusiva en las Asambleas de las
ciudades de Ceuta y Melilla y en las entidades locales
c) Cuando sean designados para formar parte del Consejo General del Poder Judicial o de los consejos de
justicia de las comunidades autónomas
d) Cuando sean elegidos o designados para formar parte de los Órganos Constitucionales o de los órganos
estatutarios  de  las  comunidades  autónomas  u  otros  cuya  elección  corresponda  al  Congreso  de  los
Diputados, al Senado o a las asambleas legislativas de las comunidades autónomas

100. De acuerdo con la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de Riesgos Laborales, señale la
afirmación correcta.

a)  Las  disposiciones  de  carácter  laboral  contenidas  en  esta  Ley  tendrán  en  todo  caso  el  carácter  de
Derecho necesario mínimo indisponible, sin que puedan ser modificadas por convenios colectivos
b)  Las  disposiciones  de  carácter  laboral  contenidas  en  esta  Ley  tendrán  supletoriamente  carácter  de
Derecho necesario mínimo indisponible, sin que puedan ser modificadas por convenios colectivos
c) Las disposiciones de carácter laboral contenidas en esta Ley tendrán en todo caso el carácter de Derecho
necesario mínimo indisponible, pudiendo ser mejoradas y desarrolladas en los convenios colectivos
d) Las disposiciones de carácter laboral contenidas en esta Ley tendrán en determinados casos el carácter
de  Derecho  necesario  mínimo  indisponible,  pudiendo  ser  mejoradas  y  desarrolladas  en  los  convenios
colectivos
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PREGUNTAS DE RESERVA

1, La sesión constitutiva de la Asamblea de Extremadura electa será convocada por el Presidente cesante
dentro de:
 
a)    los diez días siguientes a la celebración de las elecciones.
b)    los quince días siguientes a la celebración de las elecciones.
c)     los veinte días siguientes a la celebración de las elecciones.
d)    los treinta días siguientes a la celebración de las elecciones.

2. Indique con carácter general cuando se constituyen las Corporaciones municipales tras la celebración de
elecciones municipales según indica la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General

a) El vigésimo día posterior a la celebración de las elecciones.
b) El trigésimo días posterior a la celebración de las elecciones.
c) Este plazo está en función del número de electores.
d) Este plazo está en función del número de elegibles. 

3. Según el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de
la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, cuando el suelo sea rural:

a) Los terrenos se tasarán mediante la capitalización de la renta anual real o potencial, la que sea superior,
de la explotación según su estado en el momento al que deba entenderse referida la valoración.
b) Los terrenos se tasarán mediante la capitalización de la renta anual real o potencial, la que sea inferior,
de la explotación según su estado en el momento al que deba entenderse referida la valoración.
c)  El  valor  de la  tasación será el  superior  del  determinado por  la  tasación conjunta  del  suelo  y  de la
edificación existente que se ajuste a la legalidad, por el método de comparación, aplicado exclusivamente a
los usos de la edificación existente o la construcción ya realizada.
d) El valor de repercusión del suelo según el  uso correspondiente,  determinado por el método residual
estático.

4. Solo podrán contratar con el sector público:

a) Las personas naturales o jurídicas españolas, que tengan plena capacidad de obrar, no estén incursas en
alguna prohibición de contratar, y acrediten su solvencia económica y financiera y técnica o profesional o, en
los casos en que así lo exija esta Ley, se encuentren debidamente clasificadas.
b)Las personas naturales o jurídicas, españolas o extranjeras, que tengan plena capacidad de obrar, no
estén incursas en alguna prohibición de contratar, y acrediten su solvencia económica y financiera y técnica
o profesional o, en los casos en que así lo exija esta Ley, se encuentren o no debidamente clasificadas.
c) Las personas naturales o jurídicas, españolas o extranjeras, que tengan plena capacidad de obrar, no
estén incursas en alguna prohibición de contratar, y acrediten su solvencia económica y financiera y técnica
o profesional o, en los casos en que así lo exija esta Ley, se encuentren debidamente clasificadas.
d) Las personas naturales o jurídicas españolas, que tengan plena capacidad de obrar, no estén incursas en
alguna prohibición de contratar, y acrediten su solvencia económica y financiera y técnica o profesional o, en
los casos en que así lo exija esta Ley, se encuentren o no debidamente clasificadas.

5. De acuerdo con el artículo 1 del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba
el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, se entiende que se excluyen de su ámbito de
regulación:

a) Los trabajos familiares en cualquier caso
b) Los trabajos familiares, salvo que se demuestre la condición de asalariados de quienes los llevan a cabo
c) Los trabajos familiares, aunque se demuestre la condición de asalariados de quienes los llevan a cabo
d) Ninguna es correcta
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	79.- La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres establece que:

